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Resumen  
El presente artículo de investigación desarrolla de manera amplia la 
aplicación del tipo penal denominado defraudación de fluidos, consagrado en el 
artículo 256 del Código Penal Colombiano, en el caso específico del servicio público 
domiciliario de acueducto y alcantarillado. A través de la Ley 142 de 1994, por la 
cual se estableció el régimen de prestación de servicios públicos domiciliarios, al 
identificar la invención y proliferación de conexiones fraudulentas y derivaciones en 
las acometidas, derivó en que las empresas de servicios públicos adoptaran una 
serie de procedimientos administrativos, consagrados en los contratos de 
condiciones uniformes con el fin de sancionar este tipo de conductas. De igual 
manera, el legislador dispuso la creación de un tipo penal denominado 
“defraudación de fluidos” bajo el cual busca sancionar penalmente a todas aquellas 
personas que con mecanismos clandestinos o mediante la manipulación de equipos 
de medición se apropien de energía eléctrica, agua, gas natural, o señal de 
telecomunicaciones en perjuicio ajeno, incurrirá en una multa o en pena privativa de 
la libertad de acuerdo al caso concreto. Así pues, la investigación realizada permitirá 
identificar el mecanismo idóneo por el cual las empresas de servicios públicos 
domiciliarios protegen su patrimonio económico respecto de los casos de 
conexiones fraudulentas y derivaciones de acometidas. 
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Abstract  
The present article of investigation is a developed form of the application that 
indicates the criminal type of fluid defraudation as stated in article 256 of the 
Colombian Penalty Code, which specifies the public domiciliary of aqueducts and 
sewerage. Law 142 in 1994, when the regime of presentation for public domiciliary 
was established, identifies the invention and proliferation of fraudulent connections, 
derivations in the connections in which companies of public services adopt a series 
of administrative procedures, enshrined in their uniform contracts. Likewise, the 
legislator ordered the type called “fluid defraudation” which seeks to punish all those 
who with clandestine mechanisms or through the manipulation of measurement 
equipment appropriate for electric power, water, natural gas, or telecommunication 
signals in someone else’s prejudice, incur a fine or a penalty of deprivation of liberty 
according to the specific case. Furthermore, the established investigation identifies 
the ideal mechanism by which public domiciliary service companies protect their 
economic assets in relation to the cases of fraudulent connections and derivation 
within connections. 
       Key Words: Public Domiciliary Service, Aqueducts and Sewerage, criminal 
type, criminal politics, fluid defraudation 
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Introducción  
La prestación de servicios públicos en Colombia se consagró en la 
Constitución Política de 1991, como un fin esencial del Estado Social de Derecho. 
De ahí nace la obligación del Estado colombiano de garantizar la efectiva prestación 
de estos, entre los cuales se encuentran incluidos los servicios públicos 
domiciliarios, siendo este el tema esencial que desarrollará el presente artículo de 
investigación, teniendo en cuenta que uno de los sujetos pasivos afectados del tipo 
penal de defraudación de fluidos son las empresas prestadoras de servicios 
públicos domiciliarios.   
La teoría de prestación de los servicios públicos a cargo del Estado, expuesta 
por León Duguit, desarrolla un criterio sociológico el cual indica que el actuar de 
éste debe estar encaminado al interés general y la solidaridad, por tanto, debe 
concentrar sus esfuerzos en la asistencia de estos servicios públicos, de tal manera  
que la existencia de un gobierno se justifica entre otras cosas, en la prestación de 
servicios públicos a todos los ciudadanos.  
Ahora bien, en este artículo de investigación tratará el tipo penal de 
defraudación de fluidos relacionado con los servicios públicos domiciliarios. Así 
pues, en la ley 142 de 1994, se encuentra el fundamento normativo, por la cual se 
establece el Régimen de Servicios Públicos Domiciliarios, que consagró en su 
artículo 1°, el ámbito de aplicación de esta ley a los servicios públicos domiciliarios 
de acueducto, alcantarillado, aseo, energía eléctrica y distribución de gas 
combustible.  
Colombia desde la Constitución Política de 1991, permitió que los 
particulares estuvieran facultados para prestar servicios públicos domiciliarios, por 
consiguiente, la prestación de estos, podrá estar en cabeza tanto del Estado, como 
por aquellos particulares que acrediten la idoneidad, los recursos y medios 
necesarios para prestar con calidad estos servicios considerados como esenciales. 
No obstante, deben contar con una prestación encaminada a que existan criterios 
de eficiencia, calidad y continuidad en el servicio.  
 
En contraste con lo anterior, para que se puedan predicar esos criterios de 
eficiencia, calidad y continuidad en la prestación de servicios públicos domiciliarios, 
el Estado colombiano ha emitido una regulación orientada a que estas empresas 
sean sostenibles en materia financiera, es así como enmarcó en los principios 
esenciales para definir el régimen tarifario los de eficiencia económica, neutralidad, 
solidaridad, redistribución, suficiencia financiera, simplicidad y transparencia. 
 
Por otro lado, como lo indica Acosta (2015), en pro de la eficiencia en la 
prestación de servicios públicos domiciliarios, el Presidente de la República cuenta 
con la facultad de delegar a entidades especializadas como lo son la Comisión de 
Regulación de Agua Potable y Saneamiento Básico - CRA y la Superintendencia de 
Servicios Públicos Domiciliarios las funciones de regulación e inspección, vigilancia 
y control sobre las empresas prestadoras. 
Es decir que, la facultad de regulación económica en materia de servicios 
públicos domiciliarios dada al Presidente de la República por mandato constitucional 
ha sido delegada a dos entidades de creación legal. En primer lugar a las 
Comisiones de Regulación que son quienes emiten la regulación económica 
referente a la prestación de servicios públicos, como se puede constatar en el 
artículo 68 de la Ley 142 de 1994. Por su parte, a la Superintendencia de Servicios 
Públicos Domiciliarios que es la entidad encargada para ejercer el control, la 
inspección y vigilancia de las entidades que presten los servicios públicos 
domiciliarios, como lo dispone el artículo 75 de la Ley 142 de 1994. 
 
En ese sentido, el régimen tarifario que aplican las empresas prestadoras del 
servicio debe contar con los criterios legales y constitucionales para fijar estas 
reglas,  lo que significa que cualquier acción o evento que afecte de manera directa 
a la eficiencia económica y suficiencia financiera de la empresa, debe tratar de ser 
conjurada por las entidades estatales.  
 
Lo anterior, con la cierta finalidad de que no se vean afectados los criterios 
de eficiencia económica y suficiencia financiera de las empresas y que además de 
esto se trasladen costos de pérdidas a los usuarios, por ello el Congreso de la 
Republica decidió contemplar la defraudación de fluidos en materia de servicios 
públicos domiciliarios como un delito. 
 
Se incluye así a las empresas de servicios públicos domiciliarios dentro del 
tipo penal denominado defraudación de fluidos consagrado en el artículo 256 del 
Código Penal colombiano (Ley 599 de 2000), que tipifica como una conducta 
punitiva, el hecho de que una persona se apropie de manera fraudulenta de energía 
eléctrica, agua, gas natural, o señal de telecomunicaciones, en perjuicio ajeno. De 
esta manera, se busca sancionar a quienes mediante conexiones fraudulentas 
accedan a diferentes servicios públicos domiciliarios sin contemplar la 
contraprestación económica que deben pagar los usuarios de dichos servicios. 
 
Asimismo, cabe resaltar que las empresas de servicios públicos han creado 
una serie de procedimientos administrativos que se encuentran consagrados en los 
contratos de condiciones uniformes, que son elaborados por cada una de las 
empresas prestadoras, dichos procedimientos contemplan la suspensión total del 
servicio, la cancelación de los consumos dejados de facturar y sanciones 
pecuniarias que el usuario tendrá la obligación de pagar so pena de verse inmerso 
en un proceso de cobro coactivo. 
La relación surgida del Contrato de Condiciones uniformes contempla una 
serie de obligaciones reciprocas entre el usuario y la empresa prestadora del 
servicio público, de acuerdo con lo previsto en la Constitución Política y la ley. Dicha 
relación se regula por normas de derecho público y privado, debido al interés 
general que está inmerso en la prestación de dichos servicios que aunque pueden 
ser prestados por particulares, están sometidos a la inspección, vigilancia y control 
por el Estado, en concordancia con el 370 de nuestra Carta Magna. 
Como se observa, las empresas prestadoras de servicios públicos 
domiciliarios cuentan con herramientas administrativas, que les permiten sancionar 
las conductas fraudulentas de los usuarios en lo referente a la prestación del 
servicio, asimismo cuentan con un tipo penal creado por el legislador denominado 
defraudación de fluidos. 
La discusión central se plantea en el manejo que hacen las empresas 
prestadoras de servicios públicos domiciliarios de las sanciones establecidas en los 
contratos de condiciones uniformes, de la mano con en el ámbito punitivo, el tipo 
penal de defraudación de fluidos; por esto, el análisis realizado en el presente 
artículo investigativo busca responder el siguiente problema de investigación: ¿El 
delito de defraudación de fluidos es un mecanismo idóneo para proteger el 
patrimonio económico de las empresas de servicios públicos domiciliarios y con ello 
garantizar el suministro eficiente del servicio de Acueducto y Alcantarillado en la 
ciudad de Bogotá?.   
La investigación se desarrollará dentro del marco del objetivo general que se 
centrara en determinar la discusión suscitada acerca de la creación del delito de 
defraudación de fluidos, su impacto en materia penal y administrativa; de lo anterior 
emanan los siguientes objetivos específicos: en primer lugar, se busca identificar la 
razón por la cual las empresas prestadoras de servicios públicos domiciliarios 
prefieren ejercer el ius puniendi administrativo, es decir, las sanciones previstas 
dentro del contrato de condiciones uniformes y dejar en un segundo plano promover 
las investigaciones en el marco del ius puniendi penal.  
Para el desarrollo del anterior objetivo general se abordaran los siguientes 
temas específicos, en donde se pretende establecer de una manera precisa las 
obligaciones contractuales que surgen del Contrato de Condiciones Uniformes para 
los usuarios y empresas prestadoras, donde se pueda deducir las consecuencias 
del incumplimiento contractual por parte del usuario y los procedimientos a los que 
hay lugar cuando esto se presenta.      
El último objetivo específico dentro este artículo investigación, está 
encaminado a identificar el grado de eficiencia del tipo penal de defraudación de 
fluidos, y la razón por la cual las empresas de servicios públicos domiciliarios no 
acuden a este para sancionar las conexiones fraudulentas de los usuarios.  
El análisis que se pretende con el presente artículo de investigación, será a 
partir de una estrategia metodológica cuantitativa, mediante datos estadísticos 
obtenidos de las Empresa de Acueducto, Alcantarillado y Aseo de Bogotá, la 
Superintendencia de Servicios Públicos Domiciliarios y la Fiscalía General de la 
Nación, mediante  un estudio que permita determinar la eficiencia del tipo penal de 
defraudación de fluidos, lo que proporciona un acercamiento real de cifras exactas 
manejadas por las empresas, lo que además posibilita soportar las conclusiones 
que se establecerán.  
Efectivamente, se tiene que la Constitución política de 1991, facultó a los 
particulares para que concurran a la prestación de servicios públicos de la mano 
con el Estado, a través de la expedición de la Ley 142 de 1994, se fija el estatuto de 
prestación de estos, consagrando una serie de criterios para definir el régimen 
tarifario de las empresas que permitan la sostenibilidad de las mismas, en tal 
sentido, deben destacarse los criterios de suficiencia financiera y eficiencia 
económica. 
Así las cosas, se ha evidenciado con cifras y datos, que más adelante se 
expondrán y se analizarán, que la comisión del delito de defraudación de fluidos es 
bastante amplia, a través de distintos métodos como por ejemplo, las conexiones 
fraudulentas o alteraciones de equipos de medida en las acometidas. De ahí se 
suscita un cuestionamiento sobre la eficiencia real de este tipo penal, ya que su 
utilización por parte de las empresas prestadoras no resulta ser generalizada. 
1. La prestación de los servicios públicos domiciliarios y la afectación 
a la prestación del servicio con ocasión de la configuración del delito de 
defraudación de fluidos 
La prestación de servicios publicos en Colombia se considera como un fin del 
estado social de derecho desde la expedicion de la Constitución Política de 1991, y 
en pro de la eficiencia y la ampliacion de la cobertura se decide facultar a los 
particulares para que concurran con el estado en la prestación de servicios públicos, 
lo que desemboca en la importancia del desarrollo del presente capítulo se 
fundamenta en la identificacion del tipo penal de defraudacion de fluidos y su 
antijuricidad material. 
Con la finalidad de garantizar a los ciudadanos la prestación eficiente de los 
servicios públicos domiciliarios el estado ha conservado la potestad regulatoría de 
los mismos, con el fin de evitar los monopolios y permitir mediante la aplicación de 
subsidios que la población más vulnerable pueda tener acceso a todos los servicios 
públicos domiciliarios que se requieren para el desarrollo de una vida digna. 
Los últimos 25 años del siglo XIX pueden considerarse como el inicio de los servicios públicos en Colombia, no por las características que pueden tener hoy en día, sino porque fue un punto de inflexión en relación a lo que se tenía en el país desde la época de la Colonia y a su vez un punto de partida para que los municipios encararan los servicios públicos como una responsabilidad política y social (Rey, Lizcano, & Chacon, 2012, p.89).   
La regulación económica de los servicios públicos domiciliarios esta a cargo del 
estado quien la emite a través de entidades denominadas comisiones de regulación, 
que son entidades altamente técnicas que desarrollan el régimen tarifario de las 
empresas que prestan estos servicios bien sean publicas o privadas y ademas 
controlan temas como calidad del servicio y derechos de los usuarios. 
En la actualidad existe el consenso de que en la producción de bienes y servicios deben participar los agentes privados, siendo una solución a los monopolios, frente al retiro del Estado empresario. Como Estado regulador, éste debe encargarse de que establezca condiciones que conduzcan a que la cantidad producida y la tarifa cobrada por los monopolios privados sean óptimas desde el punto de vista social. Es decir, se le está pidiendo al Estado de que en esta ocasión debe asumir un rol protagónico de 
garantizar los estándares mínimos de bienestar a los ciudadanos de menores recursos (Valencia, 2004, p.28).    
Mediante la nueva regulación expedida en el marco de los preceptos 
constitucionales del estado social de derecho, se buscan mejorar las condiciones 
de prestación de los servicios públicos domiciliarios, generando competitividad entre 
las empresas que desarrollaran esta actividad, lo que favorece al usuario en 
términos de calidad y confiabilidad del servicio (Arias, 2010). 
Cabe resaltar que la clasificación de los servicios públicos domiciliarios no esta 
dada en la Constitución Política de 1991, su categorización se ha dispuesto 
legalmente en armonía con la actividad que se ejerce en cada uno. Dispone la Corte 
Constitucional en su sentencia C-731 de 2003, acerca de las empresas de servicios 
públicos domiciliarios lo siguiente: 
El término empresas de servicios públicos domiciliarios, lo reserva la Ley 142 de 1994 para las sociedades por acciones –sean éstas públicas, mixtas o privadas que participen en la prestación de los servicios públicos de acueducto, alcantarillado, aseo, energía eléctrica, distribución de gas combustible, telefonía pública básica conmutada y la telefonía local móvil en el sector rural; o la realización de una o varias de las actividades complementarias (Corte Constitucional, Sentencia C731 de 2003).   
Dentro de la prestación de servicios públicos, si bien pueden concurrir 
particulares la regulación siempre estará en cabeza del estado, configurándose en 
esta materia un tipo de intervención económica necesaria para garantizar la 
prestación eficiente a la mayor cantidad de población posible y de esta manera 
permitir condiciones de vida digna para los habitantes del territorio colombiano. 
Con respecto a los servicios públicos domiciliarios, la regulación sobre aspectos específicos de la prestación de tales servicios en el marco de la Ley 142 de 1994 (régimen tarifario, licencias, permiso, obtención de información y seguimiento del comportamiento de los agentes regulados, formulación de recomendaciones, etc.) corresponde a las denominadas Comisiones de Regulación, que responden al viejo modelo de la Administración pública estadounidense de las agencias independientes (independent agencies) (Echeverri, 2013, p.122).    
Así las cosas, como lo describe el autor citado previamente, la regulación de los 
servicios públicos domiciliarios es emitida por las Comisiones de Regulación, que 
son unidades administrativas especiales y están adscritas a un Ministerio de 
acuerdo con el servicio publico domiciliario que regulan.  
Como se puede observar, el efectivo funcionamiento de los servicios públicos 
domiciliarios se encuentra coordinado por varias entidades, los Ministerios del ramo 
que emiten las políticas públicas, las Comisiones de Regulación que están 
encargadas de desarrollar la regulación económica y la Superintendencia de 
Servicios Públicos Domiciliarios que se encarga de la inspección, vigilancia y control 
de las Empresas que prestas servicios públicos domiciliarios (Herrera, 2017).  
Lo anterior, ha desencadenado algunos obstáculos en el control de la regulación 
y las sanciones para las empresas prestadoras, toda vez que dualizar estas 
funciones en dos entidades distintas, da lugar a varias interpretaciones de las 
normas expedidas por las Comisiones de regulación al momento de revisar su 
cumplimiento, labor que está a cargo de la Superintendencia de Servicios Públicos 
Domiciliarios, así lo dispuso en el capítulo IV de la Ley 142 de 1994.  
1.1 Régimen tarifario de los servicios públicos domiciliarios:  
Las Comisiones de regulación son las encargadas de expedir toda la 
regulación económica en materia de servicios públicos domiciliarios, a través de 
estas Comisiones el Presidente de la República ejerce las funciones que le fueron 
atribuidas en el artículo 370 de la Constitución Política de 1991. La función principal 
de estas comisiones es evitar los monopolios, el abuso de posición dominante y la 
competencia desleal. 
Dentro de las funciones de las Comisiones de Regulación, se encuentra la 
definición de los componentes que integran el costo unitario del metro cúbico, o 
kilovatio hora conforme al servicio público prestado. Sin embargo, cabe aclarar que 
las comisiones señalan la formula y la aplicación a cada usuario es realizada por la 
empresa que presta el servicio público domiciliario. 
 
El valor a pagar por un servicio público domiciliario residencial (regulado por la Ley 142) es equivalente al producto del consumo (metros cúbicos de agua/mes, Kilovatios hora/mes, impulsos telefónicos/mes, etc.) por un valor unitario que, a su vez, es el producto de una tarifa (costo de referencia) por un porcentaje de subsidio o contribución: Valor a pagar = CONSUMO * (TARIFA * P%). La TARIFA o costo de referencia del servicio es función de los costos y gastos propios de la operación, incluyendo la expansión, la reposición y el mantenimiento, la remuneración del patrimonio aportado por los inversionistas y el de la tecnología y administración para garantizar la calidad, la continuidad y la seguridad en la prestación del servicio (DANE, 1997, p.2).   
Para complementar la anterior definición dada por el DANE† es necesario indicar 
que el costo unitario se encuentra definido por una serie de componentes que son 
definidos por las comisiones de regulación, de manera entonces que el valor real 
que paga el usuario corresponde al valor del costo unitario multiplicado por su 
consumo, a este valor posteriormente se le aplicara el subsidio de acuerdo con su 
estrato socioeconómico.  
La ley le asignó al Departamento Nacional de Planeación el diseño y seguimiento de las metodologías; a la Nación y a los departamentos la asistencia técnica y el apoyo financiero; a los alcaldes la realización y actualización permanente de los estudios, con el apoyo de Comités Permanentes de Estratificación conformados en sus localidades; a las entidades prestadoras de servicios públicos domiciliarios la aplicación de los resultados; y a la Superintendencia de Servicios Públicos Domiciliarios la vigilancia y el control del proceso (DNP‡, 1997, p.02).   
La Ley 142 de 1994 estableció todos los criterios referentes al régimen tarifario 
de la prestación de servicios públicos domiciliarios. En el artículo 87 menciona los 
criterios por los que está orientado, los cuales son la eficiencia económica, 
neutralidad, solidaridad, redistribución, suficiencia financiera, simplicidad y 
transparencia. Para el tema de investigación que tratara el presente artículo es 
necesario profundizar en los conceptos de eficiencia económica y suficiencia 
financiera, que se explicarán a continuación de manera más amplia. 
 
En primer lugar, la eficiencia económica hace referencia a que el régimen 
tarifario propenda por un mercado competitivo, que conlleva a que las formulas 
                                                          † Departamento Administrativo Nacional de Estadística. ‡ Departamento Nacional de Planeación.  
tarifarias que se fijan deberán contemplar costos y productividad, sin que de ningún 
modo se trasladen al usuario los costos de una gestión ineficiente por parte de los 
prestadores. Este criterio tiene como finalidad la estabilidad económica de las 
empresas de servicios públicos, de manera que puedan garantizar la efectividad en 
la prestación de estos servicios.  
Ahora bien, la suficiencia financiera hace referencia a que las fórmulas tarifarias 
deberán garantizar la recuperación de los costos y gastos propios de operación, 
incluyendo preceptos indispensables para la prestación del servicio, como la 
expansión, la reposición y el mantenimiento. 
El modelo de estado regulador surge en el año 1970, los conceptos más 
trascendentales de este prototipo son los de privatización y desregulación, como se 
presentó en el caso de los servicios públicos domiciliarios, en los que el prestador 
exclusivo dejo de ser el estado para permitir la concurrencia de particulares, sin 
embargo, la regulación la conservó para garantizar la libre competencia en el 
mercado. (Vallejo, 2016). 
Estos razonamientos tienen como finalidad la sostenibilidad de las empresas 
prestadoras de servicios públicos domiciliarios, y buscan propender que las mismas 
puedan garantizar la continuidad a los usuarios en la prestación de servicios 
públicos domiciliarios, de tal suerte que estos criterios determinan la viabilidad 
económica de dichos proveedores. 
 
2. El régimen sancionatorio de la defraudación de fluidos, en materia penal y 
administrativa. 
El tipo penal de fluidos se encuentra plasmado en el capítulo VI, artículo 256 
de Código Penal colombiano (Ley 599 de 2000), y dispone que la persona que por 
cualquier mecanismo clandestino o alterando los sistemas de control o aparatos 
contadores, se apropie de energía eléctrica, agua, gas natural, o señal de 
telecomunicaciones, en perjuicio ajeno, incurrirá en prisión de dieciséis (16) a 
setenta y dos (72) meses y en multa de uno punto treinta y tres (1.33) a ciento 
cincuenta (150) salarios mínimos legales mensuales vigentes. 
El bien jurídico que se busca proteger con la creación de este tipo penal es el 
del patrimonio económico de las empresas prestadoras de servicios públicos 
domiciliarios que se ve afectado, en la medida que lo dejado de facturar debe 
considerarse como una perdida, cuyo costo debe será asumido por la empresa en 
virtud de lo dispuesto en la Ley 142 de 1994. 
 
La tutela penal mediante la tipicidad de los delitos contra el patrimonio económico no recae solo sobre los bienes sino sobre las relaciones posesorias y, en concreto, sobre la universalidad de los bienes, que incluyen los derechos subjetivos que se tengan sobre aquellos y aun las meras expectativas de contenido patrimonial. Los bienes solo son el objeto de tal relación, y en lo penal son el objeto material de esta especial delincuencia (Barón & Flórez, 2007, p.26).    
Por lo tanto, sí ciertamente el bien jurídico tutelado en el tipo penal de 
defraudación de fluidos es la afectación que se causa al patrimonio económico de 
las empresas. Es preciso en este punto, hacer entonces una crítica a la 
configuración de este tipo penal en cuanto a que se considera únicamente la 
afectación al patrimonio y no contempla el delito desde la óptica de la perturbación 
a un servicio público esencial, por lo que el bien jurídico tutelado debería ser el orden 
económico y social. 
En cuanto a los sujetos del delito, es decir las personas en las que recae 
directamente la acción delictiva, tenemos que al sujeto activo no le exige ninguna 
calidad específica, de manera que cualquier individuo que incurra en la conducta 
podrá imputársele este delito, y en cuanto al sujeto pasivo generalmente será una 
empresa prestadora de servicios públicos domiciliarios. 
Ahora bien, en cuanto la conducta, se sanciona como tal la apropiación de 
cualquier tipo de servicio público domiciliario que se realice de manera fraudulenta 
bien sea por conexiones no autorizadas por la empresa prestadora o por 
manipulación de los sistemas de medición.  
En Colombia se ha distinguido como conducta de algunos delitos la expresión apropiación, como es el caso del abuso de confianza, la defraudación de fluidos, y el peculado por apropiación; en tanto para otras conductas punibles se hace alusión al apoderarse, por ejemplo, en el hurto. Dicho de otra manera: el legislador colombiano al parecer diferencia la apropiación del apoderamiento (Córdoba, 2001, p.109).    Una vez realizada la descripción general del tipo penal de defraudación de 
fluidos se procederá a continuación a realizar un análisis sobre la eficacia de este 
tipo penal y el manejo que se le da al mismo por parte de las empresas prestadoras 
de servicios públicos domiciliarios.   
2.1 Finalidad de la creación del tipo penal de “Defraudación de fluidos”: 
 La creación de tipos penales en Colombia es de competencia exclusiva del 
legislador y responde a un principio de necesidad estatal y social de tipificar 
conductas que representan un riesgo latente para el orden social, y las cuales no 
han podido ser controladas mediante otros mecanismos alternativos. 
Las sociedades a través de la historia han necesitado organizarse y establecer un orden al interior de las mismas, para lo cual han acudido a instrumentos que les permitan estructurarse y alcanzar un estado de armonía y equilibrio que facilite la convivencia y permanencia de su colectividad. Tales instrumentos se refieren al conjunto de herramientas con las que cuenta una sociedad para guiar la conducta de sus sujetos, con miras a garantizar su desarrollo social (Anaya, 2013, p.12).  
Sin embargo, dicho control social se ha convertido en el pretexto común para 
que se creen tipos penales, sin que se determine su necesidad y así mismo se 
desvirtué la mínima intervención que debe tener el derecho penal en los asuntos de 
un estado.  
En ese sentido, es necesario resaltar que la creación de nuevos tipos penales 
responde en el plano legislativo y político a una fórmula de escape para no tomar 
medidas sociales para la solución de problemas sociales, siendo así una manera de 
esquivar la esencia del problema y desviar la atención hacia el campo punitivo 
(Albrecht, 2000).  
Para el caso específico de la defraudación de fluidos por conexiones 
fraudulentas o alteraciones de equipos de medida, existe un mecanismo alternativo 
a la sanción punitiva que actualmente es inclusive más manejado por las empresas 
de servicios públicos domiciliarios cuando se presentan este tipo de casos. Dicho 
mecanismo, corresponde a una sanción administrativa que se encuentra contenida 
en el contrato de condiciones uniformes que las empresas suscriben con los 
usuarios de los diferentes servicios públicos domiciliarios.   
En razón a lo anterior, se tiene que las empresas prestadoras de servicios 
públicos domiciliarios cuentan con tecnologías y herramientas que permiten 
detectar cuando se produce una alteración en la medición o una acometida 
derivada. Estos equipos tecnológicos permiten a la empresa y a las autoridades 
competentes contar con el material suficiente para probar la materialización de la 
conducta fraudulenta del usuario (Martínez, 2008).   
Tal como lo indica el autor anteriormente citado, las empresas de servicios 
públicos domiciliarios han diseñado una serie de mecanismos de inspección y 
control, lo que les permitan identificar las conexiones fraudulentas que se presentan 
en las acometidas o la manipulación de equipos de medición, esto debido a que 
estas actividades se han vuelto frecuentes entre la población.  
No obstante, resulta prudente realizar una crítica al manejo que se ha venido 
dando en Colombia al derecho penal, ya que el mismo no se ultima de manera 
racional y se ha convertido en la primera opción, sin considerar la verdadera 
incidencia que esto representa en la disminución del comportamiento que se 
consagrara como tipo penal (Velandia, 2017).   
2.2 Tipo penal de defraudación de fluidos: Problemática. 
Se estima oportuno analizar la eficacia que tiene este tipo penal de 
defraudación de fluidos y la utilización que le dan las empresas de servicios públicos 
domiciliarios al mismo, teniendo en cuenta que estas cuentan con un mecanismo 
administrativo para sancionar a los usuarios que incurren en conductas de 
defraudación. 
El contrato de condiciones uniformes contiene unas cláusulas sobre este tipo de 
conductas. Las sanciones a las se hace acreedor quien las comete y además la 
forma en que la empresa recuperara los consumos dejados de facturar, al respecto 
es preciso señalar lo siguiente: 
Las relaciones jurídicas entre las empresas que prestan los servicios públicos domiciliarios y los usuarios, se rigen por la Constitución Política, la ley, especialmente las Leyes 142 y 143 de 1994 y 689 de 2001; la regulación de las respectivas comisiones y, en particular, por el contrato de servicios públicos, tal como lo señala el artículo 128 de la ley 142 de 1994, así como todas aquéllas estipulaciones que la empresa de manera uniforme aplica en la prestación del servicio. Lo anterior implica que quien se hace parte en dicho contrato, se compromete a sujetarse a las condiciones allí previstas para su prestación, entre ellas hacer uso correcto del servicio contratado, no manipular o hacer fraude a las conexiones, acometidas o medidores, y garantizar que el consumo sea el elemento principal del precio que se paga por el servicio (Superintendencia de Servicios Públicos Domiciliarios, Concepto Unificado 34 de 2016).  
La existencia del contrato de condiciones uniformes soporta la relación jurídica 
que se establece entre la empresa prestadora y el usuario, y fija las condiciones de 
esta relación. En este contrato se determina de manera taxativa el proceso 
administrativo que adelantara la empresa cuando tenga conocimiento de 
conexiones fraudulentas o alteración de medidores.  
De igual manera, jurisprudencialmente la Corte Constitucional ha reconocido la 
facultad fundada en la ley que tienen las empresas de servicios públicos 
domiciliarios para adelantar actuaciones que les permitan cobrar los consumos que 
se dejaron de facturar, al respecto indica esta corporación 
El carácter oneroso del contrato de condiciones uniformes se explica, en tanto el pago que los usuarios o suscriptores realizan como contraprestación a los servicios recibidos, permite (i) asegurar el equilibrio económico y financiero de las empresas prestadoras de servicios públicos domiciliarios; (ii) contribuye al fortalecimiento de las mismas; (iii)incentiva la participación de los particulares en el mercado de los servicios públicos, lo cual contribuye a la ampliación de la cobertura en la prestación de los mismos, y (iv) permite que el Estado pueda establecer políticas de orden social que permitan asegurar la prestación de los servicios domiciliarios a las personas de escasos recursos; lo anterior, se funda en el principio de solidaridad, el cual, en esta materia, exige que aquellos que gozan de una mayor capacidad de pago contribuyan económicamente para lograr la cobertura del servicio en los estratos menos favorecidos. Así las cosas, debe concluirse que la relación contractual que existe entre las empresas de servicios públicos domiciliarios y los usuarios o suscriptores, implica el reconocimiento de 
derechos y obligaciones recíprocas que se relacionan, de manera particular, con el deber de la empresa de prestar el servicio en condiciones de eficiencia, regularidad, continuidad e igualdad y con el compromiso de los usuarios o suscriptores de pagar el precio correspondiente al servicio consumido (Corte Constitucional, Sentencia SU1010, 2008).  
Entiende en esta medida la Corte Constitucional la importancia de que los 
usuarios asuman el pago del servicio público prestado que a pesar de tener una 
función social no es gratuito y se rige por los términos del contrato de condiciones 
uniformes que se presenta entre la empresa y el usuario. Del mismo modo, las 
empresas están facultadas para realizar actuaciones que permitan cobrar las sumas 
de los servicios que se dejaron de facturar para que de esta manera no se afecte 
su sostenibilidad económica.  
Todos los servicios públicos tienen tres elementos esenciales, de intervención obligatoria, a saber: la Administración Pública, en quien reside la titularidad del servicio; la entidad gestora del mismo; y, por último, pero no por ello menos importante, el usuario. Cada uno de estos vértices guarda entre ellos una relación de dependencia generadora de derechos y obligaciones (Kresalja, 1999, p.48).  
Así las cosas, que en la medida de que existen otros mecanismos para realizar 
el cobro, la eficacia del tipo penal se ve rezagada a un segundo plano en cuanto 
resulta más eficiente y económico para las empresas ejecutar las cláusulas del 
contrato en el caso de que observen que un usuario tiene una conexión ilegal o 
manipulo el medidor, esto en el caso de que sea un usuario legalmente conectado. 
Respecto de la cifra de denuncias que maneja la fiscalía sobre el delito de 
defraudación de fluidos, permite percibir que no se presenta una gran cantidad de 
casos anualmente. También, cabe destacar que en la gráfica que se muestra a 
continuación se presentan datos desde el año 2005 sin que diferencie el estado 





Grafica 1. Noticias criminales defraudación de fluidos por año 
 
Fuente: Fiscalía General de la Nación, (2018). 
 
Es evidente, en consonancia con la información suministrada por la Fiscalía 
General de la Nación, que en los últimos 5 años se han desplegado 530 procesos 
por el delito de defraudación de fluidos. De estos, en la actualidad se encuentran 
184 activos y los 346 están inactivos. 
Ahora bien, de los 184 procesos que se encuentran activos, únicamente 19 
están en etapa de juicio y de los 346 inactivos un número total de 244 solamente 
llegaron a la etapa de indagación, y posteriormente fueron archivados.  
Respecto de la cifra de denuncias que maneja la fiscalía sobre el tipo penal 
de defraudación de fluidos, es imperioso anotar que no se presenta en gran cantidad 
anualmente, es válido acotar que en la gráfica que se muestra a continuación no se 
diferencian los casos en que se imputo este delito en materia de servicios públicos 
domiciliarios. Sin embargo, nos permite observar que la mayoría de los procesos 
penales iniciados por este delito se encuentran inactivos, es decir la tendencia 
admite examinar que un alto porcentaje de los casos no siguen el curso del proceso 
penal y se quedan en la etapa de indagación.  
Grafica 2. Noticias criminales Activas delito de defraudación de fluidos por año 
Fuente: Fiscalía General de la Nación, (2018). 
 
La Constitución Política de 1991, no precisó una definición para el concepto de 
usuario o consumidor de un servicio público, simplemente realizó una serie de 
aproximaciones en varios artículos de la Carta Política. Por ejemplo, el artículo 78, 
que indica que la ley debe regular el control de calidad de bienes y servicios 
ofrecidos y prestados a la comunidad, del mismo modo, el artículo 369 reza que la 
legislación debe determinar los derechos y deberes de los usuarios y los parámetros 
bajo los cuales se dará la prestación de servicios públicos domiciliarios. 
Las relaciones entre la empresa y el usuario (derechos, deberes y obligaciones), se regulan a través del contrato de servicios públicos, pero dicha relación jurídica no sólo se gobierna por las estipulaciones contractuales y del derecho privado, sino por el derecho público contenido en las normas de la Constitución y de la ley que establecen el régimen o estatuto jurídico de los servicios públicos domiciliarios, las cuales son de orden público y de imperativo cumplimiento; por lo tanto (Superintendencia de Servicios Públicos Domiciliarios, 2015, p.05).    
En el caso de que no exista una relación entre el usuario y la empresa prestadora 
de servicios públicos domiciliarios se presenta una conexión fraudulenta, razón para 
que las empresas de servicios públicos domiciliarios procedan a interponer la 
querella ante la Fiscalía General de la Nación, obligados a realizar un seguimiento 
del proceso, lo que en ocasiones resulta conlleva a un costo significativo para las 
empresas prestadoras, que deben realizar la contratación de firmas externas 
especializadas en derecho penal. 
Ahora bien, siendo los servicios públicos domiciliarios esenciales, el bien jurídico 
tutelado en el tipo penal de la defraudación de fluidos más que el patrimonio 
económico de las empresas prestadoras, debería ser en sí mismo el orden 
económico y social como es el caso del tipo penal de apoderamiento de 
hidrocarburos.  
 
3. Análisis del caso de la Empresa de Acueducto, Alcantarillado  y Aseo de 
Bogotá y la imputación del delito de Defraudación de Fluidos. 
En el presente capitulo se realizará un estudio del caso específico de la 
empresa de Acueducto y Alcantarillado de Bogotá, resaltando que la información 
expuesta dentro de este análisis se obtuvo mediante derecho de petición a modo 
de consulta que se presentó ante esta entidad. 
La prestación del servicio público de acueducto en Colombia es considerada 
de vital importancia para promover las condiciones de vida digna de los habitantes 
del territorio colombiano, esto en la medida en que el acceso al agua potable se 
tiene como un derecho, que a pesar de no estar consagrado taxativamente en la 
Constitución Política de 1991, se ha reconocido a través de la jurisprudencia como 
un elemento fundamental para las necesidades básicas de vida digna de la 
población, en consecuencia el Estado debe propender porque el mayor número de 
habitantes puedan acceder a éste recurso (Sutorios, & Rodríguez, 2015).  
 
3.1 Regulación del servicio público domiciliario de agua potable:   
La regulación económica para la prestación del servicio de agua potable en 
Colombia es emitida por la Comisión de Regulación de Agua Potable y Saneamiento 
Básico - CRA, y la inspección, vigilancia y control del cumplimiento de dicha 
regulación por parte de las empresas prestadoras están a cargo de las 
Superintendencias de Servicios Públicos Domiciliarios.  
Los marcos tarifarios en materia de acueducto y alcantarillado se distinguen 
entre los grandes y pequeños prestadores de acuerdo con el número de usuarios 
que atiendan estas empresas, y se definen las tarifas teniendo en cuenta esta 
acepción. de manera que el cobro realizado en materia de consumo de agua potable 
no atenderá a la misma fórmula tarifaria ya que dependerá de la categoría de la 
empresa prestadora.  
Las tarifas son fijadas autónomamente por las juntas directivas de las empresas o por quien haga sus veces, o por el Alcalde del municipio, cuando los servicios son prestados directamente por la Administración Municipal. Las tarifas deben calcularse con base en las metodologías establecidas por la CRA, salvo que el prestador esté en alguna de las excepciones contenidas en la ley: tarifas establecidas mediante contratos (parágrafo 1 artículo 87 Ley 142 de 1994), libertad de tarifas (artículo 88 Ley 142 de 1994) y productores marginales (artículo 16 Ley 142 de 1994) (CRA, 2017).    
En la formula tarifaria se incluye un ítem denominado índice de agua no 
contabilizada, que en esencia son pérdidas técnicas y comerciales que se calculan 
de la mano con la CRA, como la relación porcentual entre el volumen de pérdidas 
(una vez descontados aquellos desperdicios físicos y usos autorizados, aunque no 
facturados) y el volumen total de agua producida e introducida en la red. 
Las pérdidas de agua se presentan en todos los sistemas de acueducto y, bajo esa premisa, es necesario entender el problema que deben enfrentar y manejar los prestadores del servicio público domiciliario de acueducto. En ese sentido, si bien en todos los sistemas se presentan pérdidas, éstas presentan características diferentes en cuanto a volumen y naturaleza, lo cual obedece a factores como el dimensionamiento del sistema (en cuanto a número de suscriptores y longitud de redes), las características de las tuberías y elementos de las redes, los procedimientos operacionales de cada prestador, así como el nivel de tecnología y conocimiento que se tenga para ejercer el control y reducción de dichas pérdidas (CRA, 2013, p.5).    
Las conexiones fraudulentas o las alteraciones en los medidores y otra serie de 
anomalías representan pérdidas para las empresas de servicios públicos, y solo una 
parte de estas se reconoce en la formula tarifaria emitida por la comisión de 
regulación. Una vez realizadas estas precisiones nos adentraremos en el caso 
específico de la defraudación de fluidos en el caso de la empresa de Acueducto y 
Alcantarillado de Bogotá.  
En primer lugar, la Empresa de Acueducto y Alcantarillado de Bogotá ha 
desarrollado dentro de su contrato de condiciones uniformes el Capítulo VI en el 
cual identifica claramente el procedimiento a seguir en el caso de anomalías, 
fraudes, conexiones clandestinas o afectación a los equipos de medida. Como se 
mencionó anteriormente el contrato de condiciones uniformes contiene los derechos 
y obligaciones de la empresa y los usuarios respecto a la prestación del servicio, y 
un comportamiento como los descritos anteriormente por parte de un usuario 
representan un claro incumplimiento al estatuto.  
En segundo lugar y en consonancia con lo expresado por la Superintendencia 
de Servicios Públicos Domiciliarios (2010), el contrato de condiciones uniformes 
sobre este tipo de servicios, se desarrolla en una marco de interés general y por lo 
tanto el estado tiene el deber de intervenir para evitar abusos de posición dominante 
por parte de las empresas prestadoras, por lo cual dicho contrato se revisa 
previamente por las CRA, para que estas realicen los ajustes correspondientes en 
consonancia con la Ley 142 de 1994. Así las cosas, la relación contractual que surge 
entre la empresa y usuario es de tipo legal y reglamentario, intervenido por el estado 
en cuanto a los deberes y derechos de los usuarios.  
De manera entonces que, por medio del contrato de condiciones uniformes la 
empresa prevé las situaciones anormales respecto de la prestación del servicio 
entre las cuales se encuentra la defraudación de fluidos.   
 
 
3.2 Política criminal de la defraudación de fluidos 
Actualmente en Colombia existe un Consejo Superior de Política Criminal quien es 
el ente encargado de evaluar los aspectos en materia de política criminal y 
determinar de esta manera los aspectos a los cuales se les dará prioridad, por lo 
tanto la construcción de dicha política puede observarse en el siguiente gráfico. 
Figura 1. Modelo de Política criminal. (Consejo de Política Criminal, 2016) 
 
De conformidad a lo expuesto por el Consejo de Política criminal se observa 
que la misma se fundamenta en seis dimensiones fundamentales social, jurídica, 
económica, administrativa, tecnológica y cultural. En consecuencia, puede 
observarse que se contempla dentro de la política criminal establecida métodos de 
judicialización de conductas o medidas administrativas que permitan mediante otras 
alternativas resolver conflictos o conductas que se presentan en la sociedad. 
Aterrizado al de la defraudación de fluidos en materia de servicios públicos 
domiciliarios, específicamente en el caso del servicio de acueducto y alcantarillado 
en Bogotá, presenta dos alternativas para la sanción de esta conducta, una que se 
considera de tipo administrativa y otra constitutiva de la imputación del tipo penal y 
el seguimiento del proceso.  
Como se puede observar en materia concreta de la defraudación de fluidos 
el derecho penal, no resulta un elemento mediante el cual esta conducta pueda ser 
controlada, en ese sentido el legislador no realizo un análisis sobre el uso exclusivo 
del derecho penal como último mecanismo de control de conflictos sociales, por lo 
que la creación de tipos penales como este no resulta razonable, objetiva y científica 
(Velandia, 2014).  
En cuanto a la cuantificación de los procesos administrativos y penales que se 
han presentado en la Empresa de Acueducto y Alcantarillado en Bogotá respondió 
de la siguiente manera: 
Cuantificar un proceso penal o administrativo va más allá de una sanción, a pesar de que la defraudación de fluidos está catalogada en el código penal como delito, los entes jurídicos no cuentan con las herramientas sustanciales para tratar un caso de defraudación de fluidos como lo enuncia el artículo 256 del código penal.  
Artículo 256. Defraudación de fluidos. El que mediante cualquier mecanismo clandestino 0 f sistemas de control o aparatos contadores, se apropie de energía ecléctica, agua, gas natural, telecomunicaciones, en perjuicio ajeno, incurrirá en prisión de uno (1) a cuatro (4) anos y en mu a (1) a cien (100) salarios mínimos legales mensuales vigentes. 
En cuanto a procesos administrativos la EB-ESP, viene adelantando mecanismos de normalización del servicio y acercamiento comercial con los usuarios que se les evidencia un fraude o clandestina. 
En la respuesta emitida por la Empresa de Acueducto, Alcantarillado y Aseo 
de Bogotá, se pudo demostrar que el proceso penal por este tipo de conductas se 
considera infructuoso en la medida que su aplicación resulta difícil y conlleva 
procedimientos adicionales, a pesar de ser una herramienta de la empresa, generan 
mayor desgaste para ella. Esta empresa ha tomado la decisión de tomar medidas 
alternativas como la normalización y el acercamiento comercial con los usuarios.  
Esta empresa sólo adelanta los respectivos procesos penales en ciertas 
conductas específicas como lo son las Acometidas Paralelas, las Derivaciones a la 
Red Acueducto y/o Alcantarillado y Venta y distribución de agua a carro tanque. Los 
criterios en los que se basa la Empresa de Acueducto, Alcantarillado y Aseo de 
Bogotá, son certezas de que los predios no presentan vinculación por medio de un 
contrato del servicio de Acueducto y Alcantarillado, estos casos son posibles 
procesos penales que la dirección jurídica inicia ante la fiscalía.  
Asimismo, la Empresa cuenta con la Dirección de representación Judicial y 
actuación administrativa, donde una vez el caso penal es enviado a la Fiscalía, los 
abogados de la dirección proceden a realizar seguimiento y control a cada uno de 
los procesos enviados, con el fin de determinar el desarrollo de las actuaciones 
penales y administrativas que se promuevan. 
 
Tabla 1. Querellas presentadas por la EEAB últimos 5 años 







Fuente: EEAB (2017).  
Por lo tanto, se observa que las conductas fraudulentas siguen teniendo 
índices altos, sin que la expedición del tipo penal haya tenido una incidencia positiva 
que haya permitido que este delito disminuya. Así pues, para el año 2016 la 
Empresa de Acueducto y Alcantarillado de Bogotá presento 599 querellas respecto 
de conductas fraudulentas en relación con el servicio público de acueducto, y como 
se puede apreciar en la tabla el comportamiento hubo un incremento en la comisión 
del tipo penal de defraudación de fluidos.  
En este sentido, es necesario resaltar que la potestad sancionadora que 
tienen las empresas de servicios públicos domiciliarios, respecto a las acometidas 
fraudulentas o alteración de equipos de medida, se encuentra justificado en el Ius 
Puniendi Administrativo, por cuanto busca que a través garantizar la preservación y 
restauración del ordenamiento jurídico, mediante la imposición de una sanción, 
como un medio necesario para la prestación de los servicios públicos domiciliarios 
de forma eficiente, esto basado en la relación surgida entre el usuario y la empresa 
del contrato de condiciones uniformes. 
Las medidas administrativas son el mecanismo más utilizado por las 
empresas de servicios públicos para sancionar las conductas fraudulentas o 
alteración de equipos de medida en las acometidas, esto es evidente en cuanto las 
consecuencias administrativas y penales de una conducta dolosa por parte del 
usuario tienen distinta causa y finalidad, por cuanto la sanción administrativa se 
impone por el incumplimiento de los deberes del usuario derivado del contrato de 
condiciones uniformes, en tanto las consecuencias penales son personales ya que 
se originan en la comisión de un tipo penal que se castiga con penas privativas de 
la libertad o multas que son exigibles solamente frente al directamente responsable 
de la conducta punible. Estas sanciones son independientes y las mismas pueden 






La investigación realizada en el presente artículo permite analizar las 
sanciones administrativas y penales que son aplicables a la conducta de 
defraudación de fluidos en Colombia y alteración de equipos de medición en 
Colombia, de acuerdo a lo desarrollado se concluyó lo siguiente: 
En primer lugar, como se puede identificar con los datos suministrados por la 
Empresa de Acueducto y Alcantarillado de Bogotá, la conducta de defraudación de 
fluidos ha aumentado de manera considerable en los últimos cinco años, lo que nos 
lleva a concluir que la adecuación típica de esta conducta no ha conseguido la 
finalidad de persuadir a las personas que realizan estas actividades, esto en la 
medida que los procesos que se adelantan por este tipo de delitos se tornan 
demorados y en muy pocas ocasiones resultan en sanciones de privación efectiva 
de la libertad. 
En segundo lugar, la Empresa de Acueducto y Alcantarillado de Bogotá,  
utiliza de manera preferente las sanciones establecidas en los contratos de 
condiciones uniformes, o los mecanismos de regularización de los usuarios, 
teniendo en cuanta que el ejercicio del Ius puniendi penal activado mediante la 
denuncia por conducta de defraudación de fluidos, obliga a la empresa a incurrir en 
gastos adicionales para el seguimiento idóneo del proceso penal, en este sentido 
resulta para la empresa más eficiente realizar las sanciones por medios 
administrativos, por medio de los recursos humanos y técnicos con los que cuenta 
ordinariamente.   
En tercer lugar, las condiciones establecidas para la prestación del servicio 
mediante el contrato de condiciones uniformes, determinan de manera precisa los 
derechos y obligaciones del usuario, de igual manera y en concordancia con el 
principio de legalidad en el capítulo VIII de dicho contrato que delimita el 
procedimiento para la recuperación y el cobro del consumo dejado de facturar, 
además se consignan todas las modalidades de anomalías y fraudes que pueden 
presentarse en la red o en el medidor, dicho procedimiento comprende un 
mecanismo de normalización de usuarios ante la observancia de fraudes, de 
manera que en principio se acuden a medidas administrativas, y en cuanto a los 
procesos penales en los que se involucra esta empresa como querellante, los 
mismos solo proceden en caso específicos de venta de agua en carro tanque, o 
derivaciones de red de acueducto y alcantarillado. 
En cuarto lugar, es preciso indicar que el tipo penal de defraudación de fluidos 
no resulta ser el mecanismo idóneo para proteger el patrimonio económico de las 
empresas prestadoras de servicios públicos domiciliarios, pues como es el caso de 
la Empresa de Acueducto y Alcantarillado de Bogotá, ha diseñado una serie de 
mecanismos internos, que han dado mejores resultados y que permiten recuperar 
el valor de los consumos dejados de facturar, mitigando la afectación en su 
patrimonio y no incurriendo en gastos adicionales; mientras que en cuestión de 
sanciones penales y la imputación del tipo penal de defraudación de fluidos, las 
empresas deben recurrir en presupuesto adicional que les permita atender los 
procesos penales que están en curso. 
Finalmente, y tal como lo expresa la Empresa de Acueducto y Alcantarillado 
de Bogotá los entes judiciales no cuentan con herramientas sustanciales y 
probatorias suficientes que le permitan tratar un caso de defraudación de fluidos, lo 
que se traduce en procesos dispendiosos que terminan exigiendo un trabajo 
adicional para la empresa prestadora de servicios que en este caso se constituyen 
como los afectados por la conducta desplegada por el usuario. 
Debido a lo anterior, es más plausible para las empresas prestadoras de 
servicios públicos domiciliarios contemplar los procesos administrativos a los que 
haya lugar en casos de acometidas fraudulentas o alteración de equipos de medida 
en el Contrato de Condiciones Uniformes, en la medida que dicho proceso es interno 
y contempla de igual manera multas y sanciones, en ejercicio del ius puniendi 
administrativo que pueden ejercer estas empresas, al considerar que estos servicios 
públicos son de interés general y las pérdidas que se generen para las empresas 
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